
Talca, diez de noviembre de dos mil veintid s.ó

VISTO Y CONSIDERANDO:

PRIMERO:  Que  comparece  don  EDUARDO  ANTONIO 

CARVALLO RETAMAL, chileno, soltero, cesante, domiciliado en calle 21 

Sur N  0765, Villa Pucar  de Talca, quien interpone recurso de protecci n° á ó  

de garant as constitucionales en contra de do a  í ñ Antonella Bel n Carvalloé  

Retamal,  chilena,  casada,  t cnico  en  enfermer a,  domiciliada  en  Calleé í  

Nueva tres N  1053 Villa Las Campi as, de la comuna de Maule, Regi n° ñ ó  

del Maule y don Rodrigo Andr s Berrios Moralesé , chileno, ignoro profesi nó  

u  oficio,  casado,  domiciliado  en  Calle  Nueva  tres  N 1053  Villa  Las°  

Campi as, de la comuna de Maule, Regi n del Maule, por las actuacionesñ ó  

ilegales y arbitrarias cometidas en su contra, consistente en hostigamientos, 

lanzamiento,  instalaci n  de  candado  y  cadena,  que  me  obstaculiza  eló  

ingreso, uso y goce del hogar donde tiene su domicilio.

Expresa que hace m s de cuatro a os aproximadamente que tiene suá ñ  

domicilio en la calle 21 Sur N 0765 Villa Pucar° á, de la comuna de Talca. 

En  esa  propiedad  viv a  junto  a  su  madre  do a  í ñ Maria  Teresa  Retamal 

Fuentes hasta el momento de su fallecimiento, esto es, el d a 26 de febreroí  

del corriente a o. Esa propiedad fue adquirida por su padre don ñ Eduardo 

V ctorí

Carvallo  Riffo,  durante  la  vigencia  del  matrimonio.  Hace  presente  que 

contrajeron el  sagrado v nculo bajo el  r gimen matrimonial  de sociedadí é  

conyugal.  El  se or  Carvallo  Riffo,  hizo  abandono  del  hogarñ  

aproximadamente en el a o 2014, dejando a su madre en dicho lugar, luegoñ  

de esa fecha, comenz  a residir y cuidar de ella. Luego del fallecimiento suó  

madre, continu  viviendo en esa propiedad. Sin embargo, el d a 1 de marzoó í  

del corriente a o comenz  un calvario, ya que sus hermanas (Antonella yñ ó  

Karina)  realizaron una reuni n en la cual indicaron que esta propiedadó  
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deb a estar ahora destinada a su padre don Eduardo Carvallo, ya que hab aí í  

sido l quien la compr , por lo cual le se alaron que deb a hacer abandonoé ó ñ í  

de este lugar. Sumado al hecho que al existir otras personas viviendo en el 

segundo piso de esa propiedad, gener  que se enfurecieran y fastidiaran, yaó  

que impon an que hicieran desalojo a la brevedad. Esas personas acordaron,í  

junto a su madre, el arriendo del segundo piso, ya que su madre, luego del 

abandono del  hogar  de su padre,  se vio en la obligaci n de tomar esaó  

iniciativa para obtener ingresos extras a fin de subsistir d a a d a. Durante elí í  

periodo en que hizo abandono del  hogar,  l  se radic  en la ciudad deé ó  

Antofagasta, lugar donde mantiene una relaci n con su actual pareja. Sinó  

embargo, ante la noticia del complejo estado de salud de su madre durante 

el mes de febrero del corriente a o, comenz  a concurrir hasta esta ciudad,ñ ó  

pernoctando en la propiedad de su hermana do añ

Antonella Carvallo Retamal.

Expone que, luego del fallecimiento de su progenitora, tanto el se orñ  

Carvallo Riffo y sus hermanas Antonella y Karina, junto el c nyuge de laó  

primera, comenzaron a hostigarle e insultarle con la finalidad de que hiciera 

abandono del  hogar.  Tal  fue la  gravedad del  asunto,  que  se  vio  en la 

obligaci n de interponer una denuncia ante carabineros ya que en una deó  

esas oportunidades, Antonella, Karina y Rodrigo le increparon y ese ltimoú  

le agredi  con un golpe. Asimismo, le culpan de haber sido el responsableó  

del fallecimiento de su madre. Al no ver resultados en su hostigamiento, 

agresiones e insultos, comenzaron a ingresar al hogar, con la finalidad de 

retirar  los  bienes  muebles  que  su  madre  hab a  adquirido  gracias  a  suí  

esfuerzo durante el periodo de abandono del se or Carvallo Riffo. Juntoñ  

con lo anterior, le obstaculizaron el ingreso a la vivienda, dej ndole queá  

residiera en una habitaci n que se encuentra en el patio de ese lugar. Aló  

obstaculizar el ingreso, le dejaron sin las m nimas condiciones b sicas queí á  
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una persona puede tener  para subsistir,  como lo son un ba o,  ducha yñ  

cocina, situaci n repudiable y que se jactan de haber realizado. El d a 20 deó í  

abril  del  corriente  a o,  mientras  se  encontraba  realizando  su  oficio  deñ  

cuidador de veh culos,  recibi  el  llamado de su padre Eduardo Carvalloí ó  

Riffo quien le se al  que ñ ó “fuera al domicilio y que ingresara ya que se  

encontraban tus hermanas en el .  ” Pues bien, al momento de terminar sus 

labores, llegando a su domicilio se encontr  con la sorpresa que todas susó  

pertenencias hab an sido arrojadas hasta la calle, y estas personas Antonellaí  

y Rodrigo, le negaron el ingreso hasta su domicilio, con cadenas y candado, 

situaci n que continua hasta la fecha de esa presentaci n.ó ó

Expresa que judicialmente se defini  en su oportunidad como ó “Una 

acci n arbitraria consistente en un acto o proceder caprichoso, contrario aó  

la justicia o a las leyes, inicuo, antojadizo, o infundado desp tico. Por otraó  

parte,  una  acci n  o  proceder  ilegal  es  aquel  que  no  se  ha  ajustado  aó  

derecho,  constituyendo  dicha  disconformidad  una  infracci n  aló  

ordenamiento jur dico que le priva actual o potencialmente de validezí . ” Por 

su parte la Corte de Apelaciones de Chillan en m ltiples oportunidades haú  

se alado que ñ “el recurso de protecci n que contempla el art culo 20 de laó í  

Constituci n Pol tica del estado, fue establecido a favor de aqu l que, poró í é  

causa  de  actos  u  omisiones  arbitrarios  o  ilegales,  sufran  privaci n,ó  

perturbaci n o amenaza en el leg timo ejercicio de alguno de los derechos yó í  

garant as  a  que  se  refiere  la  mencionada  disposici n  constitucional,í ó  

pudiendo el afectado recurrir a la Corte de Apelaciones respectiva a fin de  

que sta adopte de inmediato las providencias necesarias para restablecer elé  

imperio del derecho y asegurarle la debida protecci nó .  ” En la especie, se 

cumplen todos los requisitos de procesabilidad y admisibilidad que justifican 

la interposici n de esta acci n constitucional, a saber:ó ó
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Acto ilegal y arbitrario:  Ilegal viene a ser todo aquello que implica 

antijuridicidad,  violaci n  o  vulneraci n  del  ordenamiento  jur dico.  Loó ó í  

arbitrario es lo contrario a la justicia, lo injusto, lo guiado o movido por el  

mero capricho o voluntarismo. Conforme al ordenamiento jur dico nacionalí  

nadie puede, en caso alguno, ser privado de su propiedad, del bien sobre 

que recae o de alguno de los atributos o facultades esenciales del dominio, 

sino en virtud de una ley general o especial que autorice la expropiaci nó  

por  causa  de  utilidad  p blica  o  de  inter s  nacional,  calificada  por  elú é  

legislador.  El  expropiado  podr  reclamar  de  la  legalidad  del  actoá  

expropiatorio  ante  los  tribunales  ordinarios  y  tendr  siempre  derecho  aá  

indemnizaci n por el  da o patrimonial  efectivamente causado, la  que seó ñ  

fijar  de com n acuerdo o en sentencia dictada conforme a derecho porá ú  

dichos tribunales (Art culo 19 N  24 inciso tercero Constituci n Pol tica deí ° ó í  

la  Rep blica).  Es  decir,  constituyendo  la  expropiaci n  la  nica  formaú ó ú  

mediante la cual una persona puede ser privada de su derecho de dominio y 

mediando siempre indemnizaci n, queda de manifiesto que la actuaci n deó ó  

los recurridos es ilegal, puesto que, de hecho, se ha visto privado al acceso, 

uso y goce de la propiedad en cuanto a derecho le cabe. En tanto a calificar 

el acto como arbitrario, basta con tener presente que lo propio de un estado 

de derecho es que las personas frente a un conflicto de relevancia jur dica,í  

concurran a los Tribunales de Justicia en amparo de sus derechos, estando 

prescrita  la  autotutela como forma de soluci n de las  controversias.  Deló  

momento en que los recurridos por s  y ante s  utilizaron la autotutela, ení í  

amparo  de  un  supuesto  derecho  y  no  accionaron  ante  un  tribunal,  su 

conducta no merece otro calificativo sino el de arbitrario.

Explica  que  perturbaci n  viene  a  significar  la  alteraci n  de  unaó ó  

situaci n pac fica, tranquila y cuyo goce satisface. Privaci n por su parteó í ó  

implica impedir, eliminar, cercenar el ejercicio leg timo de un derecho. Ení  
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la especie, se da una privaci n y perturbaci n de dos derechos amparadosó ó  

por la acci n de protecci n. A saber:ó ó

- Art culo 19 N  3 inciso cuarto de la Constituci n Pol tica de la Rep blicaí ° ó í ú . 

El profesor Jos  Luis Cea Ega a, indica que se entiende por tales aquellasé ñ  

entidades formadas por un individuo o grupo de individuo que, de facto, 

ejercen  jurisdicci n.  La  facultad  de  conocer  de  las  causas  civiles  yó  

criminales,  de  resolverlas  y  de  hacer  ejecutar  lo  juzgado,  pertenece 

exclusivamente a los  tribunales  establecidos por la  ley (art culo 76 de laí  

Constituci n Pol tica de la Rep blica).  En este caso, la actuaci n de losó í ú ó  

recurridos quienes no accionaron por las v as correspondientes, apart ndoseí á  

de  la  legalidad  vigente,  y  auto  tutel ndose  en  los  derechos  queá  

eventualmente  podr an  asistirles,  han  vulnerado  de  manera  flagrante  laí  

garant a  en  referencia.  í Ellos  se  convirtieron  en  un  verdadero  ente 

jurisdiccional del minuto en que conoci , resolvi  y ejecut  una situaci nó ó ó ó  

jur dicaí .

- Articulo 19 N  5  de la Constituci n Pol tica de la Rep blica.° ° ó í ú

- Art culo 19 N  24 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica. í ° ó í ú

Considera que, de acuerdo a lo hechos expuestos en el caso concreto, 

se puede establecer de manera clara que los actos ilegales y arbitrarios de 

los recurridos han vulnerado las garant as constitucionales citadas. Respectoí  

de la primera garant a se alada, los recurridos se establecieron como uní ñ  

verdadero  tribunal  especial,  mediante  la  autotutela  y  sin  ninguna orden 

judicial  ejercieron  actos  de  lanzamiento  de  todos  sus  bienes  y  enseres 

personales, neg ndole la entrada, uso y goce de dicha propiedad hasta laá  

fecha  de  la  presentaci n  de  este  recurso.  NO  EXISTIENDOó  

RESOLUCI N JUDICIAL QUE ORDENE EL LANZAMIENTO. PorÓ  

otro lado, transgreden el derecho a la inviolabilidad del hogar, ya que no 

permiten un ejercicio pleno y pac fico del uso y goce de una propiedad queí  
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leg timamente  gozaba  en  su  calidad  de  hijo-  heredero,  turbandoí  

arbitrariamente el derecho de una vida tranquila y pac fica, dej ndole ení á  

una situaci n precaria sin un hogar donde poder establecerse, en pandemiaó  

y en plena estaci n de oto o. Por ltimo, respecto de la ltima garant aó ñ ú ú í  

constitucional, los recurridos sin su consentimiento y por medio de sus actos 

arbitrarios e ilegales, han imposibilitado el acceso a dicha propiedad. Ya que 

privan el leg timo ejercicio de su derecho de propiedad, toda vez que noí  

puedo  acceder  ni  disponer  libremente  de  dicho  hogar.  Priv ndole  losá  

recurridos, de usar, gozar y disponer libremente de esta ltima, de maneraú  

contraria a la ley y evidentemente arbitrario, jact ndose de la vulnerabilidadá  

en que se encuentra, toda vez que he quedado en la calle producto de los 

actos ejercidos por los recurridos.

Cita como jurisprudencia, la sentencia de fecha 2 de febrero del a oñ  

2021, en causa ROL 84.989-2020 (Protecci n), dictada por la Ilustr simaó í  

Corte de Apelaciones de Santiago.

Pide  tener  por  interpuesta  la  presente  acci n  de  protecci n  deó ó  

garant as  constitucionales  en  contra  de  do a  í ñ ANTONELLA  BELEN 

CARVALLO  RETAMAL  y  don  RODRIGO  ANDRES  BERRIOS 

MORALES, ambos ya individualizados, admitirlo a tramitaci n y acogerlo,ó  

en definitiva, restableciendo el imperio del derecho y declarar que:

- Se ordene a los recurridos cesar con toda perturbaci n en sus derechos,ó  

restableciendo el imperio del derecho.

- Se ordene desde ya el acceso libre a todo el inmueble por parte de los 

recurridos,  en  la  misma  forma  y  en  las  mismas  condiciones  antes  de 

cometidos  los  actos  perturbatorios  y  transgresores  las  garant así  

constitucionales.

- Que se le permita el uso y goce de dicha propiedad.
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-  Condenar  en  costas  a  los  recurridos  los  actos  ilegales  y  arbitrarios 

cometidos.

SEGUNDO: Que, a folio 10 evac a el informe do a ú ñ ANTONELLA 

BEL N CARVALLO RETAMALÉ , chilena, casada, t cnico en enfermer a,é í  

domiciliada en calle  Nueva tres n mero 1053 Villa las Campi as,  de laú ñ  

comuna  de  Maule,  Regi n  del  Maule  y  don  ó RODRIGO  ANDR SÉ  

BERRIOS MORALES, chileno, c dula de identidad n mero 15.599.273-5,é ú  

casado, maestro mayor Pipping, domiciliada en calle Nueva tres n meroú  

1053  Villa  las  Campi as,  de  la  comuna  de  Maule,  Regi n  del  Maule,ñ ó  

ambos en calidad de recurridos, solicitando desde ya su rechazo. 

Exponen  que,  con  fecha  14  de  junio  del  presente  a o,  fueronñ  

notificados  del  Recurso de  Protecci n interpuesto en su contra  por  donó  

EDUARDO ANTONIO CARAVALLO RETAMAL, ya  individualizado, 

se alando  que  vulneraban  sus  derechos  y  garant as  fundamentalesñ í  

consagradas en el ordenamiento jur dico, en espec fico los contenidos en elí í  

numeral  3  y  24  del  art culo  19  de  nuestra  Constituci n  Pol tica  de  laí ó í  

Rep blica. Primero que todo, se alan, respecto a la propiedad ubicada enú ñ  

calle 21 sur A n mero 765, comuna de Maule; que dicha propiedad fueú  

comprada por su padre don EDUARDO VICTOR CARVALLO RIFFO a 

INMOBILIARIA  SAN  PATRICIO  LIMITADA,  a  trav s  de  Escrituraé  

P blica de Compraventa, Mutuo e Hipoteca de fecha 22 de agosto del a oú ñ  

2003, otorgada ante el Notario de la ciudad de Talca don Juan Bianchi 

Astaburuaga, repertorio n mero 19442/2003 y Protocolizado a fojas 18091,ú  

n mero 4416 en el Registro de Propiedades al mes de octubre de 2003 yú  

agregado al final de l bajo el n mero 2220. Asimismo entre el Banco delé ú  

Estado de Chile y su padre fue celebrado tanto un contrato de Mutuo como 

de  hipoteca,  contratos  que  se  encuentran  vigentes,  pues  su  padre  el 

D
M

N
Y

X
C

W
F

G
Y

E



mutuario y deudor hipotecario a n tiene un saldo por pagar efectivamente yú  

satisfacer el cr dito, para finalmente adquirir la propiedad. En correlato coné  

lo anterior y la situaci n actual de la propiedad es que fue concedida enó  

arrendamiento mediante Contrato de Arrendamiento celebrado por la parte 

arrendadora Antonella Bel n Carvallo Retamal y el arrendatario Mos ahé í  

An bal Figueroa Vallejos, su calidad de arrendadora se fundamenta en queí  

he actuado como representante legal de su padre don Eduardo Carvallo 

Riffo, en cuyo le antecede un Mandato de Administraci n, en que se meó  

otorga  facultades  de  administraci n  sobre  el  inmueble  controvertido  enó  

autos.  El  recurrente  de  autos,  pretende  desconocer  esta  situaci nó  

previamente  expuesta,  pues,  omite  totalmente  esa  circunstancia, 

interponiendo  un  Recurso  de  Protecci n  en  su  contra  sin  fundamentoó  

plausible, pues, el actual conflicto de relevancia jur dica no es posible deí  

resolver en esta instancia, a trav s de una acci n constitucional, sino queé ó  

m s  bien  requiere  de  un  procedimiento  civil  de  lato  conocimiento  queá  

dirima el asunto, junto con una eventual indemnizaci n de perjuicios. ó

Relata  que  el  recurso  de  protecci n  es  aquella  acci n  que  laó ó  

Constituci n Pol tica de la  Rep blica concede a todas las  personas que,ó í ú  

como  consecuencia  de  actos  u  omisiones  arbitrarias  o  ilegales,  sufren 

privaci n,  perturbaci n  o  amenaza  a  sus  derechos  y  garant asó ó í  

constitucionales, de acuerdo con el art culo n mero 20 de la Constituci ní ú ó  

Pol tica de la Rep blica. Alegando el recurrente que se han vulnerado losí ú  

derechos  y  garant as  del  art culo  19  n mero  3  y  24  de  nuestra  Cartaí í ú  

Fundamental: 

1.-  RESPECTO  A  LA  VULNERACI N  DE  LA  GARANT AÓ Í  

CONSTITUCIONAL  DEL  ART CULO  19  N MERO  3  DE  LAÍ Ú  

CONSTITUCI N  POL TICA  DE  LA  REP BLICA:  LA  IGUALÓ Í Ú “  

PROTECCI N  DE  LA  LEY  EN  EL  EJERCICIO  DE  SUSÓ  
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DERECHOS . Hace  ” presente que no existe en ning n caso infracci n deú ó  

esta garant a constitucional y mucho menos en la forma se alada por elí ñ  

recurrente, pues argumenta que se encuentra vulnerando su derecho, ya que 

“La  Jurisprudencia  de  la  Exma.Corte  Suprema  en  reiterados  fallos  ha  

rechazado la  autotutela como forma de dirimir  los  conflictos,  acogiendo  

recursos de protecci n sobre esta materia, cuando se trata de restablecer eló  

imperio del derecho, en caso que los particulares como el caso de autos,  

hayan optado por hacerse justicia por mano propia .…”  Lo anterior, en el 

presente caso, no se encuentra justificada en el art culo 19 n mero 3 de laí ú  

Carta Fundamental  que prescribe claramente  que “Toda persona tiene 

derecho  a  defensa  jur dica  en  la  forma  que  la  ley  se ala  y  ningunaí ñ  

autoridad  o  individuo  podr  impedir,  restringir  o  perturbar  la  debidaá  

intervenci n  del  letrado  su  hubiere  sido  requerida.  Trat ndose  de  losó á  

integrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad P blica, esteú  

derecho se regir , en el concerniente a lo administrativo y disciplinario, porá  

las normas pertenecientes de sus respectivos estatutos  …” Tal como lo cit  laó  

recurrente en su escrito de presentaci n, por lo que, dif cilmente se puedeó í  

justificar en la especie esta infracci n a la garant a expuesta, existiendo unaó í  

errada justificaci n e invocaci n de la norma. As  las cosas, si la recurrenteó ó í  

quisiera  presentar  una  acci n  civil  en  mi  contra,  perfectamente  podr aó í  

hacerlo, ya que, nadie le ha privado de tal derecho. 

2.-  RESPECTO  A  LA  VULNERACI N  DEL  DERECHO  DEÓ  

PROPIEDAD CONSAGRADO EN EL ART CULO 19 N MERO 24Í Ú  

DE LA CONSTITUCI N POL TICA DE LA REP BLICA. Acota queÓ Í Ú  

jam s han perturbado cualquier  derecho del  recurrente,  sin  perjuicio deá  

oponerse  a  que  se  le  permita  el  uso  y  goce  de  la  propiedad,  en 

consideraci n a que tal como se expuso en los hechos del presente informeó  

y los instrumentos que se acompa an en un otros , no es su motivaci nñ í ó  
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discutir contenidos propios del Derecho Civil Patrimonial o las facultades 

del  derecho  Real  de  Dominio  y  sus  obligaciones  reales,  tales  como  la 

obligaci n de respetar el  contrato de arrendamiento,  porque la presuntaó  

perturbaci n en los derechos del recurrente debe regirse primeramente poró  

las reglas generales o del  derecho com n y adecuarlo a sus mecanismosú  

procesales  pertinentes.  Si  el  recurrente  considera  que  se  encuentra 

perturbando su derecho real  de dominio,  puede hacer uso de la acci nó  

propia  de este  derecho real  o  acci n reivindicatoria  o bien,  hacer  valeró  

cualquiera  de  los  mecanismos  que  la  ley  franquea  para  ello,  como  las 

posesorias o la acci n de precario, pues este asunto de relevancia jur dicaó í  

requiere una tramitaci n en un procedimiento de lato conocimiento queó  

permitir  adem s hacer valer mis derechos y descargos, con posibilidad deá á  

un t rmino probatorio amplio. é

Pide,  se  rechace  en  todas  sus  partes  el  Recurso  de  Protecci nó  

interpuesto por la recurrente en su contra, por no existir infracci n de losó  

derechos y garant as fundamentales que se ala vulnerados, í ñ con costas. 

TERCERO: Que la recurrente alega la vulneraci n de las garant asó í  

constitucionales  del  art culo  19  en  sus  numerales  3,  5  y  24  de  laí  

Constituci n Pol tica de la Rep blica; es decir, el derecho a no ser juzgadosó í ú  

por  comisiones  especiales;  el  derecho a  la  inviolabilidad del  hogar;  y  el 

derecho de propiedad.

CUARTO:  Que  respecto  de  los  hechos  denunciados  como 

vulneratorios, se debe se alar que, en s ntesis, lo expuesto por la recurrenteñ í  

es que, encontr ndose habitando la casa habitaci n ubicada en la calle  á ó 21 

Sur N 0765 Villa Pucar° á, de la comuna de Talca, la cual era su domicilio, 

en  d as  de  marzo  de  este  a o  sus  hermanas  y  cu ados  tuvieron  unaí ñ ñ  

discusi n y en ella lo echaban de la casa porque era propiedad de su padre,ó  

y  luego  en  abril  del  presente,  finalmente,  al  llegar  a  su  domicilio,  se 
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encontr  con que sus pertenencias hab an sido tiradas a la calle por losó í  

recurridos, lo que motiv  la interposici n del presente.ó ó

Respecto de estos  hechos,  que son el  motivo y fundamento de la 

presente  acci n  constitucional,  la  recurrida  nada  dijo  en  su  informe  nió  

tampoco dijo nada de esto en su alegato el abogado, a qui n, luego de seré  

consultado reiteradamente en los alegatos acerca de la efectividad de los 

mismos, se limit  a se alar que no ser an efectivos por lo que le dijeron susó ñ í  

representados.

QUINTO:  Que  en  autos  se  encuentra  acreditada  la  relaci n  deó  

parentesco del recurrente con los recurridos; adem s est  la constancia ená á  

Carabineros, de marzo de este a o que corrobora lo expuesto por el enñ  

cuanto  a  que  hubo  un  conflicto  con  sus  hermanas  y  cu ados,  lo  cualñ  

permite,  ante  la  omisi n  de  pronunciamiento  dada  en el  informe de  laó  

recurrida  acerca  de  los  hechos,  estimar  verosimilitud  a  los  dichos  del 

segundo hecho, esto es, el lanzamiento a la calle de sus pertenencias por 

parte de las recurridas, ya que aparece en la constancia d marzo, que el 

recurrente  fij  domicilio en el  lugar que se  indica actualmente como eló  

domicilio del cual fue despojado. Por otra parte, el contrato de arriendo es 

posterior  a  la  data  en  que  se  se ala  fueron  lanzadas  a  la  calle  lasñ  

pertenencias del recurrente, por lo que el relato de ste resulta coherenteé  

con los antecedentes que obran en la presente acci n.ó

Conforme a lo anterior, hay antecedentes suficientes para estimar que 

lo expuesto por la recurrente es efectivo en cuanto a que sus pertenencias 

fueron lanzadas a la calle, sin constar la existencia de resoluci n judicial queó  

lo ordenara, lo que vulnera el derecho a la inviolabilidad del hogar, y el 

derecho de propiedad, resultando pertinente acoger la presente acci n.ó

Lo anterior es sin perjuicio del derecho a ejercer las acciones legales 

que se estimen pertinentes ante la sede pertinente.
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Por todas estas consideraciones, y lo preceptuado en el art culo 19 Ní ° 

24 y art culo 20 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, í ó í ú SE ACOGE, 

sin  costas,  la  presente  acci n  constitucionaló  en  contra  de  do añ  

ANTONELLA  BELEN  CARVALLO  RETAMAL  y  don  RODRIGO 

ANDRES BERRIOS MORALES, ambos ya individualizados, y se declarar:

1.-  Que  se  ordena  a  los  recurridos  cesar  con  toda  perturbaci n  de  losó  

derechos del recurrente,  permitiendo, desde ya, el acceso libre a todo el 

inmueble por parte de los recurridos, en la misma forma y en las mismas 

condiciones  que  exist an  antes  de  cometidos  los  actos  perturbatorios  yí  

transgresores las garant as constitucionales.í

2.-  Que  se  ordena,  se  permita  el  uso  y  goce  de  dicha  propiedad,  sin 

perjuicio de lo que pueda resolver, en definitiva, un tribunal ordinario sobre 

el fondo.

Redact  el Ministro (P) don Gerardo Bernales Rojas.ó

Reg strese y arch vese.í í

Rol Corte N  5713-2022 (Protecci n)° ó .
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Pronunciado por la Primera Sala de la Corte de Apelaciones de Talca integrada por Ministro Presidente Gerardo Favio

Bernales R., Ministro Blanca Rojas A. y Fiscal Judicial Gonzalo Enrique Perez C. Talca, diez de noviembre de dos mil

veintidós.

En Talca, a diez de noviembre de dos mil veintidós, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.

D
M

N
Y

X
C

W
F

G
Y

E

Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 11 de Septiembre de 2022, la hora
visualizada corresponde al horario de verano establecido
en Chile Continental. Para Chile Insular Occidental, Isla
de Pascua e Isla Salas y Gómez restar 2 horas. Para
más información consulte http://www.horaoficial.cl.


		2022-11-10T12:21:33-0300


		2022-11-10T11:52:33-0300


		2022-11-10T16:21:29-0300




